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No puede desconocer la Sala que la situación del señor GUILLERMO LOAIZA puede ser igual o quizá menos delicada que la de muchas de las personas que realizan similar reclamación ante la UARIV, por lo cual la entidad pide que se niegue el amparo, máxime que en su sentir al juez constitucional le está vedado fijar una fecha cierta de pago como quiera que ello está supeditado no solo al procedimiento que fijen las entidades pertinentes, sino a la disponibilidad presupuestal, pero al respecto debe indicarse que pese a tal postura, la Corte constitucional en la sentencia T-083 de 2017 -referida por la a quo- fue clara al pregonar que:

“[…]Es decir que, para poder determinar el orden de entrega por parte de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas –UARIV, le corresponde verificar el grado de vulnerabilidad en el que se encuentra la persona y su núcleo familiar, ya que es la única forma de realizar una reparación efectiva, con enfoque diferencial y garantizar así que las necesidades de quienes más lo requieren se van a ver satisfechas de manera prioritaria, esto de acuerdo con los principios de equidad e igualdad que deben orientar todas las actuaciones del Estado”.

Y en el caso en concreto podemos establecer que está plenamente acreditado que el señor GUILLERMO LOAIZA: (i) ostenta la calidad de víctima por estar reconocido como tal en el RUV; (ii) se halla en una condición de extrema urgencia y vulnerabilidad amén del estado de salud que afronta, lo que le impide laborar y por ende carece de recursos para tener una vida digna; (iii) pese a haber solicitado en varias ocasiones se le conceda la indemnización administrativa, la entidad omitió responder en oportunidad y cuando lo hizo le expresó que no ha hecho entrega de la documentación necesaria, sin indicarle a cuál hacía referencia; y (iii) pese a que la UARIV efectuó el estudio de las carencias del accionante donde verificó su situación de extrema urgencia y vulnerabilidad, ello simplemente le sirvió para priorizar la prórroga de ayuda humanitaria, pero no para disponer la entrega de la indemnización, la que finalmente era lo pretendido.  

De igual modo, al argumento según el cual la falta de disponibilidad presupuestal impide cumplir con la indemnización por vía administrativa al ser muchísimas personas las que se hallan en similar condición a la del actor, se debe anteponer lo que al respecto manifestó la Corte en el Auto 206 de 2017: “ […] la magnitud del esfuerzo presupuestal para indemnizar a las personas desplazadas justifica que esta obligación se satisfaga de manera progresiva y siguiendo criterios de priorización. No obstante, esto no implica que estas personas se encuentren en una completa incertidumbre acerca de si van a recibir esos recursos, en qué plazo aproximado y siguiendo qué orden. Por lo tanto, esta Corporación no encuentra de recibo que se esgriman las restricciones presupuestales como una excusa para abstenerse de otorgar la información mínima que permita garantizar el debido proceso de la población desarraigada cuando se acerca a las autoridades para solicitar información en esta materia”.

(…)

Así es porque la facultad de fallar extra y ultra petita en materia de tutela ha sido desarrollada ampliamente por la Corte Constitucional, lo cual atiende a la efectividad del estructural principio de prevalencia del derecho sustancial, como situación que permite al juez de tutela determinar qué derechos fueron han sido vulnerados, no obstante que los mismos no hayan sido expresamente identificados por el demandante pero se desprendan de los hechos.
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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la Dra. CLAUDIA JULIANA MELO ROMERO-Directora Técnico de Reparaciones de la UARIV-, contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela instaurada mediante apoderado en contra de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral de Víctimas -UARIV-, por el señor GUILLERMO LOAIZA.

2.- DEMANDA 

La información relatada por el apoderado del señor GUILLERMO LOAIZA, se puede sintetizar de la siguiente manera: (i) mediante resolución 2014-642795 fue inscrito en el Registro Único de Víctimas por el hecho victimizante de desplazamiento forzado, por lo cual un año después pidió la entrega de ayudas y la indemnización administrativa, frente a lo cual se le comunicó que debía previamente realizarse el Plan de Atención, Asistencia y Reparación Integral -PAARI-, el cual le efectúan en septiembre 07 de 2015, estableciéndose que requiere apoyo económico para nuevos emprendimientos y acceso a programas regulares de alimentación, sin referir el tipo de ayuda, ni fecha para las mismas; (ii) mediante petición de septiembre 07 de 2017 solicitó se priorice su caso para la indemnización administrativa, sin haber recibido respuesta, por lo cual interpuso tutela que tramitó el Juzgado Sexto Penal del Circuito, amparándose el derecho de petición, pero al no cumplirse lo allí ordenado interpuso incidente de desacato, ante lo cual en febrero 05 de 2016 la UARIV emitió un documento donde se hace un recuento normativo que escapa al conocimiento del actor y le indica que ya se realizó la identificación de carencias de en la etapa de extrema urgencia y vulnerabilidad manifiesta en los componentes de alojamiento, alimentación y por ende la entrega de dicha atención será priorizada para la vigencia del primer trimestre de 2016, sin decirse nada sobre la indemnización administrativa; (iii) en junio 23 de 2016 eleva nueva petición donde se le informa que está en proceso de identificación de carencias, lo que contradice lo comunicado en febrero de 2016; (iv) en enero de 2017 eleva similar reclamo donde se hace alusión al estado médico que presenta para evidenciar su grado de vulnerabilidad y dificultad para su sostenimiento y el de su compañera, sin haberse recibido respuesta, por lo que en septiembre 26 de 2017 reitera la solicitud de indemnización administrativa, frente a lo cual la UARIV expide una respuesta en octubre 05 de 2017 aunque dirigida a otra persona sin que en este se haya analizado su situación; (v) en octubre 15 de 2017 se recibe correo electrónico diciéndole que en el mes de enero de 2018 puede acercarse a los puntos de atención para llevar la documentación requerida, sin avisarle cuáles debía aportar y lo requieren para que entregue unos que ya había arrimado por iniciativa propia con las diversas peticiones; (vi) en octubre 25 de 2017 se recibe otra comunicación donde se le expone que debe aportar documentos, sin decirse a cuál se refieren y además se excusa la UARIV en la deficiencia del presupuesto para las indemnizaciones; (vii) en enero 05 de 2018 de forma unilateral decidió entregar a la AURIV algunos escritos relacionados con su estado médico, y (viii) estima que la tutela es procedente ya que es víctima de desplazamiento forzado desde 2014, en situación de pobreza, cuenta con 67 años de edad, padece distintas enfermedades
, y no cuenta con capacidad para su sostenimiento.

Pide se protejan sus derechos fundamentales y se ordena a la UARIV que reconozca la indemnización que le asiste y se disponga su pago.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la demanda de tutela el juez de primer nivel corrió traslado a diversos funcionarios de la UARIV –direcciones general, territorial y de reparaciones-, así como a la Defensoría del Pueblo, Personería Municipal de Pereira y Procuraduría General de la Nación, quienes al respeto así se pronunciaron:

- La Personera Municipal de Pereira, informa que en atención a la intervención elevada por el señor GUILLERMO LOAIZA, se ofició a la UARIV y se recibió respuesta en diciembre 26 de 2017, donde se indica que se está en la construcción del procedimiento parta el acceso a la medida de indemnización administrativa para la vigencia de 2018, conforme lo dispuesto por la Corte Constitucional en Auto 206 de 2017, máxime que esta dependerá del cumplimiento que establezca la UARIV y la existencia de presupuesto. De tal respuesta se dio traslado al peticionario y al haberse efectuado seguimiento de la Personería a la petición del actor, pide su desvinculación del trámite y se declare la improcedencia de la tutela.
- El Procurador Regional de Risaralda, expresa que se atendió de manera oportuna el requerimiento del actor, adelantándose las diligencias pertinentes, habiéndose puesto en conocimiento del actor el resultado de la acción preventiva adelantada y el contenido de la respuesta suministrada por la UARIV. Estima que no existe legitimación por pasiva, toda vez que la Procuraduría no es la causante de la posible vulneración de derechos del accionante, ya que la encargada de pronunciarse al respecto es la UARIV y en consecuencia pide su desvinculación de este trámite.
- Los directores técnicos de  Gestión Social y Humanitaria y de Reparaciones de la UARIV, aducen lo siguiente: (i) mediante comunicación 20187207777711 de mayo 08 de 2018 se dio respuesta a la petición del accionante; (ii) En atención a la entrega de ayuda humanitaria, el procedimiento de identificación de carencias pudo concluir que su hogar presenta una carencia “extrema urgencia y vulnerabilidad manifiesta” en los componentes de alimentación y alojamiento, habiéndose adoptado decisión mediante acto administrativo N° 0600120171738882, determinándose la asignación de tres giros por valor de $280.000 por el período de un año; (iii) frente a sus pretensiones, la entidad le comunicó el trámite administrativo que debe surtirse y principalmente la importancia de documentación el expediente para establecer si aplica o no un criterio de priorización, verificar la existencia o no de otros beneficiarios con similar o mejor derecho, para otorgar el reconocimiento o no de la indemnización; no obstante la entrega de documentación no genera compromiso para recibir el o la fijación de fecha para ello; (iv)  hace referencia al marco normativo relativo a la reparación administrativa,  a los procedimientos para el trámite de las ayudas humanitarias e identificación de carencias, así como su desarrollo, e igualmente que se ha cumplido a cabalidad con el debido proceso administrativo, y (v) pide se nieguen las pretensiones del accionante, toda vez que la UARIV ha realizado todas las gestiones para cumplir los mandatos legales y constitucionales para evitar que se vulneren o pongan en riesgo sus derechos fundamentales.
- El Defensor Regional del Pueblo (e), informa lo siguiente: (i) la jurisprudencia constitucional ha reconocido la procedencia de la acción constitucional para proteger los derechos de la población desplazada, por encontrarse en situación de extrema vulnerabilidad; (ii) en este caso la tutela se interpuso no para acceder de manera preferente y directa a un servicio, y desconocer con ello los derechos de otras personas que están en iguales condiciones al actor, sino que se acudió a la misma por cuanto la administración impuso cargas desproporcionadas a las personas desplazadas; (iii) la Defensoría ha atendido múltiples peticiones del actor, lográndose la realización de la encuesta para su caracterización en el año 2015 -antes llamada PAARI-, así como la priorización de la ayuda humanitaria en el año 2016, al remitir copia de su historia clínica donde se daba cuenta de su extrema vulnerabilidad y actualmente el señor GUILLERMO LOAIZA cuenta con un giro de ayuda humanitaria; (iv) frente a la reparación administrativa la Corte en el Auto 206 de 2017 estipuló que a pesar de que es un derecho fundamental, no puede exigirse de forma inmediata por las víctimas, pero reiteró que las limitaciones presupuestales nunca puede traducirse en una afectación o negación de los derechos de las víctimas; (v) el caso del señor GUILLERMO encuadra en el numeral 2° del Decreto 1337 de 2014, amén de su estado de salud, y (vi)  aunque recalca que la corte en algunos casos y solo de manera excepcional ha ordenado el reconocimiento de la indemnización, considera como vulnerados los derechos del actor a ser reparado económicamente, por su extrema vulnerabilidad por su situación médica, su edad y los bloqueos sistemáticos de la UARIV al someterlo a cargas desproporcionadas para acceder a lo pedido. 
3.2.- Agotado el procedimiento a seguir en fallo de mayo 16 de 2018 y dentro del término constitucional, la a quo profirió sentencia donde tuteló los derechos fundamentales a la vida en condiciones dignas y a la información del señor GUILLERMO LOAIZA, y ordenó a la UARIV que dentro de los cinco (05) días siguientes inicie el procedimiento administrativo para reconocer al actor la indemnización, al tener en cuenta los criterios de priorización que ya se le fueron reconocidos, actividad esta que en ningún caso podrá exceder de un (01) meses; así mismo que oriente, asesore y acompañe de forma personalizada al actor frente a su vinculación a los programas dirigidos por las entidades que conforman en Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las víctimas -SNARIV- a la población desplazada y que contribuya a su estabilización socioeconómica. Igualmente desvinculó del trámite a la Procuraduría y Defensoría  Regionales y a la Personería Municipal.

4.- IMPUGNACIÓN

La Directora Técnica de Reparaciones, refiere lo siguiente: (i) a la petición elevada por el actor se le dio respuesta y resulta violatorio del derecho al debido proceso al desconocer el proceso reglado en la Ley 1437 de 2011, al restar credibilidad al trámite de la actuación administrativa; (ii) es imposible acatar el fallo judicial pues ante tal vulneración no ata al juez ni a las partes y por ende debe ser revocada; (iii) se recibe con sorpresa el fallo al considerar que una respuesta de fondo, clara y congruente debe expresar un tiempo exacto para el reconocimiento y pago de la indemnización administrativa, disponiéndose que en un mes se fije fecha cierta de pago, lo que es contrario a derecho; (iv) el procedimiento pertinente para ello se halla en construcción por parte de la Mesa Nacional de Víctimas, el Ministerio de Hacienda, Departamento de Planeación y la UARIV , y por ende no se puede observar lo ordenado; (v) hace referencia  a fallos adoptados por otros Tribunales relacionados con la imposibilidad de disponer el pago de indemnización sin agotar el procedimiento administrativo interno; (vi) tampoco podía el juez fallar extrapetita, como lo hizo en el numeral 2° del fallo, ya que la UARIV cumple sus funciones y no ha vulnerado derecho alguno, y el juez puede adoptar decisión en tal sentido si advierte vulneración de preceptos constitucionales; (vii) respecto a la indemnización se le ha informado que debe documentar el expediente administrativo para determinar si aplica o no un criterio de priorización, verificar la existencia o no de otros beneficiarios, pero el actor no ha obrado de tal manera; (viii) es necesario un principio de prueba que acredite que el actor se encuentre en estado excepcional -enfermedad ruinosa o edad avanzada superior a 70 años-, lo que no probó el a quo y el accionante no aporta prueba alguna, máxime que la entidad estableció que no cuenta con ningún criterio de priorización que permita que por vía de tutela se suministre la indemnización, con miras a no conculcar derechos de otras personas que estén en condiciones más críticas o de extrema vulnerabilidad, por lo cual se debe revocar la decisión adoptada donde se indica que se fije una fecha cierta, sin dejar de lado que sí se reconocerá la indemnización administrativa; (ix) el actor no ha documentado el expediente, pues lo ha realizado de forma incompleta, debiendo aportar lo pertinente en lo relativo a la identidad del grupo familiar para valorarlo, por lo cual se citó para tal efecto; (x) para otorgar la medida de reparación, ello dependerá del cumplimiento del procedimiento que disponga la UARIV y la existencia de presupuesto y por ende tendrán prioridad las víctimas en condiciones de extrema urgencia y vulnerabilidad; (xi) si bien la tutela estaba dirigida únicamente a la solicitud de indemnización, el despacho decidió ordenar además el acompañamiento de las entidades del SNARIV, lo que no fue pedido, por lo que hay incongruencia con lo fallado, pese a que la UARIV cumple con sus funciones y el juez solo puede fallar extrapetita al evidenciar la amenaza de un derecho fundamental, lo que acá no sucede; (xii) se dio respuesta a lo exigido por el actor por lo cual se presenta la carencia actual del objeto por hecho superado, y por ende al observarse que no se ha conculcado derecho alguno, pide se revoque la sentencia adoptada y se nieguen las pretensiones del accionante.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del  Circuito de esta ciudad, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.
5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto amparó los derechos fundamentales del señor GUILLERMO LOAIZA. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola, como lo pide la entidad recurrente.
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso, el señor GUILLERMO LOAIZA concurrió ante la juez constitucional con el fin de lograr el amparo  del derecho fundamental al mínimo vital, con miras a que por parte de la UARIV se le reconozca y pague la indemnización administrativa por ser víctima de desplazamiento forzado ocurrido desde el año 2014, sin que a la fecha se hubiera atendido lo pertinente, pese a las diversas peticiones que ha elevado al respecto, lo que en su sentir se ha constituido en barra que la entidad le ha impuesto para evitar que sea merecedor de tal beneficio.

En efecto de la información que se arrimó al dossier se aprecia que mediante resolución N° 2014-642795 de octubre 03 de 2014, el señor GUILLERMO LOAIZA fue incluido en el Registro Único de Víctimas -RUV- por el hecho victimizante de desplazamiento forzado, habiendo adelantado el Plan de Atención, asistencia y Reparación Integral -PAARI- en septiembre 07 de 2015, estableciéndose que tanto él como su cónyuge MARÍA LESBIA MORENO GARCÍA requerían acceso a programas regulares de alimentación.

Así mismo el actor ha solicitado en distintas ocasiones el pago de la indemnización administrativa, lo que incluso lo motivó a interponer acción de tutela e incidente de desacato para lograr que la entidad respondiera lo pedido, pero aun así, tampoco ha obtenido el resultado esperado, no obstante que la UARIV tiene conocimiento de su situación de vulnerabilidad, amén de su edad -68 años- y las patologías que presenta, entre ellas una insuficiencia renal crónica, lo cual lo obliga a efectuarse diálisis cada dos días, situación que per se lo imposibilita para laborar.
La Corte Constitucional, a consecuencia de la situación de extrema vulnerabilidad y desprotección que afrontan las personas que han sufrido desplazamiento forzado como consecuencia del conflicto armado, ha reconocido en las mismas la condición de sujetos de especial protección, y por ende ha considerado como procedente la acción de tutela para amparar sus derechos fundamentales
.

En relación con la indemnización a las víctimas del desplazamiento forzado, el artículo 7° del Decreto 1377 de 2014
 ", dispuso lo siguiente:

“Artículo 7°. Indemnización individual administrativa para las víctimas de desplazamiento forzado. La indemnización administrativa a las víctimas de desplazamiento forzado se entregará prioritariamente a los núcleos familiares que cumplan alguno de los siguientes criterios: 

1. Que hayan suplido sus carencias en materia de subsistencia mínima y se encuentre en proceso de retorno o reubicación en el lugar de su elección. Para tal fin, la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas formulará, con participación activa de las personas que conformen el núcleo familiar víctima un Plan de Atención, Asistencia y Reparación Integral PAARI-
2. Que no hayan suplido sus carencias en materia de subsistencia mínima debido a que se encuentran en situación de extrema urgencia y vulnerabilidad manifiesta debido a la condición de discapacidad, edad o composición del hogar.

3. Que solicitaron a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas acompañamiento para el retorno o la reubicación y éste no pudo realizarse por condiciones de seguridad, siempre y cuando hayan suplido sus carencias en materia de subsistencia mínima […]”.

Lo allí señalado fue reiterado en el artículo 2.2.7.4.7. del Decreto 1085 de 2015, donde se fijó la ruta y orden de acceso a las medidas de reparación individual para las víctimas de desplazamiento forzado, cuya finalidad es: “avanzar en el proceso de reparación integral emprendido por el Gobierno Nacional y contribuir al logro del goce efectivo de los derechos de las víctimas, con lo cual se busca superar además el estado de cosas inconstitucional declarado así por la Corte Constitucional mediante la sentencia T-025 de 2004”.

En esa normativa se consagra igualmente lo relativo a la identificación de carencias en los componentes de alimentación y alojamiento de los hogares para los efectos de la ayuda humanitaria, como así se extrae a partir del artículo 2.2.6.5.4.2. Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia T-527 de 2015, expresó:
"23. Para la implementación del MAARIV, mediante el Decreto 1377 de 2014 se crearon los Planes de Atención, Asistencia y Reparación Integral (en adelante “PAARI”). El PAARI es una herramienta mediante la cual se concreta la ruta integral de atención para las víctimas de desplazamiento forzado, toda vez que éste contempla “las medidas aplicables a los miembros de cada núcleo familiar, así como las entidades competentes para ofrecer dichas medidas en materia de restitución, rehabilitación, indemnización, satisfacción y garantías de no repetición”
.

24. La formulación del PAARI tiene dos momentos, a saber, el de asistencia y el de reparación. En sentencia T-293 de 2015
, esta Corporación sostuvo lo siguiente respecto de la formulación del PAARI:

“En el momento de reparación -en el que, entre otras, se dan orientaciones sobre la inversión adecuada de la indemnización administrativa- también hay diferencias para las víctimas de desaparición forzada. En efecto, para la asignación de la indemnización administrativa existen criterios de priorización para el desplazamiento forzado (Decreto 1377 de 2014) y para otros hechos (Resolución 090 de 2015). En el primer caso, una vez agotada la atención del orientador y el inicio del momento de asistencia del PAARI, procede la medición de subsistencia mínima, en cumplimiento del Decreto 2569 de 2014. Posteriormente se formaliza el retorno o la reubicación (Decreto 1377 de 2014) para que pueda darse el momento de la reparación, que es cuando culmina la etapa del PAARI.”
En conclusión, el PAARI es un instrumento diseñado para la caracterización de las víctimas y sus núcleos familiares, con el fin de determinar las medidas de reparación aplicables y considerar de manera especial a las víctimas de desplazamiento forzado.

25. Cabe resaltar que el marco jurídico de los derechos de las víctimas del conflicto armado, reconoce la existencia de un mayor grado de vulnerabilidad de ciertos sujetos de especial protección constitucional, en atención a que se trata de sujetos que se encuentran más desprotegidos que las demás víctimas. Por ejemplo, la Ley 1448 de 2011, establece que los niños, niñas, adolescentes, mujeres, adultos mayores y discapacitados víctimas del conflicto armado son sujetos con mayor grado de vulnerabilidad y por tanto, merecen atención especial. Por ello, el artículo 13 de dicha norma ordena aplicar un enfoque diferencial a quienes por su edad, género, orientación sexual y situación de discapacidad requieran de un mayor de nivel de intervención por parte del Estado. Una de las formas en que se materializa dicho enfoque diferencial es la regulación de los criterios de priorización para la asignación de la indemnización administrativa por desplazamiento forzado
 y por otros hechos
.
26. En concordancia con lo anterior, esta Corporación también ha sostenido que existen casos particulares en los que existen algunas victimas que tienen un mayor grado de debilidad manifiesta. Lo anterior se debe a que existen victimas que se ven sometidas a una situación más penosa por razones de salud, género, ingresos económicos, edad, por pertenecer a una comunidad minoritaria, entre otros, y por ello “las diferentes entidades del Estado deben implementar todos los recursos disponibles y hacer todo lo que tengan a su alcance para ayudar a estas personas a superar ese estado de debilidad manifiesta que atraviesan
”.
Así mismo y como bien lo plasmó la funcionaria de primera grado, la Corte constitucional –Sentencia T-083 de 2017-, ha señalado que la indemnización por vía administrativa es uno de los mecanismos dispuestos por el ordenamiento jurídico para garantizar el derecho de reparación integral a las víctimas del conflicto en Colombia, y: “para poder determinar el orden de entrega por parte de la […] UARIV, le corresponde verificar el grado de vulnerabilidad en el que se encuentre la persona y su núcleo familiar, ya que es la única forma de realizar una reparación efectiva, con enfoque diferencial y garantizar así que las necesidades de quienes más lo requieren se van a ver satisfechas de manera prioritaria […]”

En el caso objeto de estudio y de conformidad con lo allegado, se tiene que al hogar del señor GUILLERMO LOAIZA se le realizó el PAARI en septiembre 07 de 2015, y que igualmente le hicieron entrega de ayudas humanitarias de emergencia, última de las cuales había recibido en abril 25 de 2015, como así se desprende del contenido de la tutela que interpuso y que correspondió conocer al Juzgado Sexto Penal del Circuito.  A partir de allí lo que ha reclamado el actor ha sido siempre que se le pague la indemnización administrativa a la que tiene derecho por ser víctima de la violencia, amén de su condición de vulnerabilidad.

Pese a que la AURIV mediante resolución 0600120171738882 de diciembre 21 de 2017 le reconoció nuevamente el pago de ayuda humanitaria de emergencia por valor de $280.000.oo por el término de un año, habiéndole puesto a disposición el primer giro al señor GUILLERMO LOAIZA en noviembre de 2017, en tanto los demás serían pagados cada 4 meses según la disponibilidad presupuestal.
Si bien -se reitera- el señor GUILLERMO LOAIZA no pedía que se le brindara nueva ayuda humanitaria, sino la indemnización por vía administrativa, debe destacar el Tribunal que de dicho documento se evidencia que por parte de la UARIV se logró determinar que su núcleo familiar presenta extrema urgencia y vulnerabilidad en los componentes de alimentación y alojamiento; e igualmente se dejó constancia que la entidad tuvo en cuenta además que en el hogar se encuentra una persona discapacitada, lo que no fue omitido para considerar el tipo de carencia y el monto de los giros que debían ser efectuados.

Lo anterior comporta pregonar, sin dubitación alguna, que la UARIV ya tiene pleno conocimiento de la situación de vulnerabilidad del hogar del accionante, pero aun así insiste en que el mismo no ha acreditado contar con las exigencias para ser priorizado en la entrega de la indemnización por vía administrativa, en tanto como se indica en el recurso, no ha aportado ni probado alguna circunstancia que así lo acredite.

Contrario a ello, observa la Corporación que en el curso del trámite constitucional el señor GUILLERMO LOAIZA sí acreditó que padece de diversas enfermedades, entre ellas de insuficiencia renal crónica, que amerita diálisis continuas, y tal patología, como se aprecia desde la Resolución 5261 de 1994 del Ministerio de Salud, ha sido catalogada como una enfermedad catastrófica o ruinosa, lo que igualmente ha tenido en cuenta la Corte Constitucional en distintos fallos
; aunado a que a raíz de la diabetes mellitus que padece, tuvo que realizársele la amputación de parte del miembro inferior izquierdo, lo cual por su puesto lo ubica en una situación de discapacidad manifiesta, como así lo reconoció la AURIV al momento de establecer el tipo de carencias que padece.
Aunque la entidad recurrente señala que aún no se ha realizado el proceso de priorización del accionante, para efectos de la indemnización por vía administrativa, es necesario asegurar que si bien aquella que se realizó y que se probó en la presente tutela hace referencia al otorgamiento de ayuda humanitaria, no puede la UARIV dejar de lado lo allí evidenciado, y mucho menos pretender que el actor, pese al estado en que se encuentra, se vea compelido a esperar un tiempo mayor, hasta ahora indefinido, para que la UARIV proceda a verificar si ostenta alguno de los  criterios a los que aluden el Decreto 1377 de 2014 y el Decreto 1085 de 2014, cuando de la información que ya ha sido recopilada por la misma entidad, así como de la documentación que les entregó el actor en enero 05 de 2018 -conceptos médicos, historia clínicas, entre otros- se aprecia que su situación es realmente apremiante y encaja en lo reglado en el numeral 2° de dicha normativa, por cuanto tiene una extrema urgencia y vulnerabilidad manifiesta debido a sus patologías y condición de discapacidad, sin dejar de lado su avanzada edad -68 años-, que solo vive con su compañera y además carecen de recursos para proveer su congrua subsistencia.

No puede desconocer la Sala que la situación del señor GUILLERMO LOAIZA puede ser igual o quizá menos delicada que la de muchas de las personas que realizan similar reclamación ante la UARIV, por lo cual la entidad pide que se niegue el amparo, máxime que en su sentir al juez constitucional le está vedado fijar una fecha cierta de pago como quiera que ello está supeditado no solo al procedimiento que fijen las entidades pertinentes, sino a la disponibilidad presupuestal, pero al respecto debe indicarse que pese a tal postura, la Corte constitucional en la sentencia T-083 de 2017 -referida por la a quo- fue clara al pregonar que:

“[…] la entrega de la indemnización administrativa y los demás mecanismos dispuestos para la reparación, no obedecen al orden de las solicitudes, sino que para ello la Ley 1448 de 2011 y su decreto reglamentario establecieron criterios de gradualidad, progresividad y priorización. Es decir que, para poder determinar el orden de entrega por parte de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas –UARIV, le corresponde verificar el grado de vulnerabilidad en el que se encuentra la persona y su núcleo familiar, ya que es la única forma de realizar una reparación efectiva, con enfoque diferencial y garantizar así que las necesidades de quienes más lo requieren se van a ver satisfechas de manera prioritaria, esto de acuerdo con los principios de equidad e igualdad que deben orientar todas las actuaciones del Estado”.
Y en el caso en concreto podemos establecer que está plenamente acreditado que el señor GUILLERMO LOAIZA: (i) ostenta la calidad de víctima por estar reconocido como tal en el RUV; (ii) se halla en una condición de extrema urgencia y vulnerabilidad amén del estado de salud que afronta, lo que le impide laborar y por ende carece de recursos para tener una vida digna; (iii) pese a haber solicitado en varias ocasiones se le conceda la indemnización administrativa, la entidad omitió responder en oportunidad y cuando lo hizo le expresó que no ha hecho entrega de la documentación necesaria, sin indicarle a cuál hacía referencia; y (iii) pese a que la UARIV efectuó el estudio de las carencias del accionante donde verificó su situación de extrema urgencia y vulnerabilidad, ello simplemente le sirvió para priorizar la prórroga de ayuda humanitaria, pero no para disponer la entrega de la indemnización, la que finalmente era lo pretendido.  
De igual modo, al argumento según el cual la falta de disponibilidad presupuestal impide cumplir con la indemnización por vía administrativa al ser muchísimas personas las que se hallan en similar condición a la del actor, se debe anteponer lo que al respecto manifestó la Corte en el Auto 206 de 2017: “ […] la magnitud del esfuerzo presupuestal para indemnizar a las personas desplazadas justifica que esta obligación se satisfaga de manera progresiva y siguiendo criterios de priorización. No obstante, esto no implica que estas personas se encuentren en una completa incertidumbre acerca de si van a recibir esos recursos, en qué plazo aproximado y siguiendo qué orden. Por lo tanto, esta Corporación no encuentra de recibo que se esgriman las restricciones presupuestales como una excusa para abstenerse de otorgar la información mínima que permita garantizar el debido proceso de la población desarraigada cuando se acerca a las autoridades para solicitar información en esta materia”.
Por lo antes referido, se hacía necesaria la protección de los derechos fundamentales conculcados al actor, y pese a que la ahora recurrente estima que el juez no podía haber fallado extrapetita, al habérsele dado órdenes adicionales a la UARIV para  orientar, asesorar y acompañar al actor con miras a su vinculación a los programas que para la población desplazada tenga el SNARIV y que no fueron requeridos por el actor, debe indicarse que en este caso se evidencia que sí existió vulneración a los derechos fundamentales del actor y en consecuencia bien podría la a quo disponer que por parte de la UARIV se procediera en tal sentido.
Así es porque la facultad de fallar extra y ultra petita en materia de tutela ha sido desarrollada ampliamente por la Corte Constitucional, lo cual atiende a la efectividad del estructural principio de prevalencia del derecho sustancial, como situación que permite al juez de tutela determinar qué derechos fueron han sido vulnerados, no obstante que los mismos no hayan sido expresamente identificados por el demandante pero se desprendan de los hechos. Al respecto en Sentencia T-553 de 2008 la Corte Constitucional se esclareció lo siguiente: 

“La acción de tutela tiene como función principal la real defensa y efectiva protección de los derechos fundamentales. Coadyuva al logro de ese objetivo la naturaleza informal de esta acción, al punto que el Juez constitucional no está sometido a la causa petendi y puede estudiar la vulneración de otros derechos, así el actor no haya sabido invocarlos.
 
Recuérdese lo que al respecto fue mencionado en la sentencia T-886 de 2000, M. P. Alejandro Martínez Caballero:
 
“…la naturaleza de la acción de tutela, como mecanismo de protección de derechos fundamentales, reviste al juez que conoce de ella de una serie de facultades que, en ejercicio de la jurisdicción ordinaria, no posee. La principal de ellas, consiste en fallar más allá de lo solicitado por quien hace uso de este mecanismo, fallos ultra o extra petita. Prerrogativa que permite al juez de tutela pronunciarse sobre aspectos que, sin ser expuestos como fundamento del amparo solicitado, deben ser objeto de pronunciamiento, por estar vulnerando o impidiendo la efectividad de derechos de rango constitucional fundamental.”
 
Entonces, sí es posible que el juez ordene la protección judicial de uno o más derechos constitucionales fundamentales que aparezcan vulnerados, así el interesado no lo hubiese solicitado expresamente en la demanda de tutela. Dada la naturaleza de la presente acción, la labor del Juez es impulsar el proceso tutelar y averiguar no solo todos los hechos determinantes, sino los derechos cuya afectación resulte demostrada en cada caso; en otras palabras, en materia de tutela no solo resulta procedente sino justo y reclamado por la preeminencia del derecho sustancial, que las acciones sean falladas extra o ultra petita.
 
Argumentar lo contrario conllevaría que la administración de justicia incumpla su deber de impartirla oportuna y acertadamente, denegación  que se materializa si el Juez advierte un quebrantamiento o amenaza de violación contra un derecho fundamental, como es la seguridad social en conexidad con la salud y la vida, y no pudiere ordenar su protección si el peticionario no lo adujo expresamente en la demanda, estando de más recordar que al Juez se le ha encomendado, entre otras, la inexorable labor de hacer prevalecer el derecho sustancial sobre el formal, y procurar la defensa y eficacia de los derechos constitucionales.”
En ese orden de ideas, y como quiera que para el Tribunal la providencia adoptada por la funcionaria de primer nivel se encuentra ajustada a derecho, se procederá a su confirmación.
6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia proferida por parte del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), objeto de impugnación.

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Informa el actor que padece de: “diabetes mellitus; hipertensión esencial primaria; otros trastornos de las arterias y arteriolas; insuficiencia venosa; arteriosclerosis de los miembros inferiores con amputación del MII; pólipo de colon, anemia no especificada, infarto cerebral debido a trombosis de las arterias cerebrales e insuficiencia renal crónica”.


� Sentencia T-602 de 2003. 	


� Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 132 de la Ley 1448 de 2011 y se modifica el artículo 159 del Decreto 4800 de 2011 en lo concerniente a la medida de indemnización a las víctimas de desplazamiento forzado, se regulan algunos aspectos de retomo y reubicación y se dictan otras disposiciones. 	


� Ley 1448 de 2011. Artículo 4.


� M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.


� Decreto 1377 de 2014.


� Resolución 090 de febrero 17 de 2015 proferida por la UARIV.


� Ver Sentencia T-293 de 2015, M. P. Gloria Stella Ortiz Delgado.


� Véase las sentencias T-447 de 2017 y T-421 de 2015, entre otras.
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